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DIRECCIÓN GENERAL DE LA GUARDIA CIVIL
SUBDIRECCIÓN GENERAL DE PERSONAL

ZONA DE MADRID
EXCMO. SR.

     DOÑA …………………………, Guardia Civil, con DNI ……………………., y con destino …………………………………., ante V.E. comparece y como mejor proceda en Derecho DICE
      Que por medio del presente escrito, interpongo RECURSO DE ALZADA, contra la resolución del Ilmo. Sr. Coronel Jefe de la Comandancia de Madrid de fecha ……………………………… que desestima la solicitud de la recurrente.
Que el presente recurso de alzada de interpone de conformidad con lo dispuesto en el art. 114 y 115 de la Ley 30/92 de 26 de noviembre, modificada por la Ley 4/99 de 13 de enero, que modifica la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común . 

El presente recurso se interpone dentro del plazo de un mes establecido al efecto en el art. 115 de las mencionadas leyes.

       Sirven de base al presente recurso las siguientes

A L E G A C I O N E S 

PRIMERA.- Que ingresó en el cuerpo el día …………………………, llevando en situación de activo de forma ininterrumpida 21 años de servicios efectivos, y estando en su actual destino desde el día ……………………. hasta el día de hoy.
SEGUNDO.- Que por resolución del Ilmo. Señor Jefe de la Comandancia de Madrid, de fecha …………………….. tiene concedida una reducción de jornada laboral para el cuidado de su hijo de 15 meses de edad, desde el día ……….., la reducción en DOS horas de la jornada, consistiendo en UNA al inicio y otra HORA al final de la correspondiente jornada laboral, y concretamente para su interés, desarrollándola en horario de 07.00 a 13.00 horas.

TERCERO.- Que como consecuencia de haber sufrido un accidente mi madre y estar impedida, se solicitó una modificación de la reducción de jornada que tiene concedida, siendo el horario el mismo, pero concretamente desarrollarlo de lunes a viernes, obteniendo con ello el descanso semanal el fin de semana, sin perjuicio de los que pudiera corresponderle por exceso de horas, hasta completar las que reglamentariamente debe realizar.

     Que esta solicitud de modificación ha sido denegada, por el Ilmo. Jefe de la Comandancia de Madrid, por los motivos siguientes:

1º- Lo preceptuado en el artículo 30.1g, de la Ley 30/84 de 2 agosto de Medidas para la Reforma de la Función Pública y artículo 48.1.h de la Ley 07/2007, de 12 de abril del Estatuto Básico del Empleado Público. Hace mención a la disminución de jornada de trabajo, con la consiguiente reducción de las retribuciones y no al establecimiento de un horario fijo de trabajo.

2°,_ Lo contemplado en la ley Orgánica 11/2007 y la Orden General número 37/97, antes citadas, el horario de servicio así como las modalidades para su prestación, se fijarán atendiendo a las necesidades del servicio, siendo los Mandos que nombren servicio quienes lo distribuirán con equidad entre todos sus subordinados.

3º.- Lo expuesto en la norma vigésimo quinta, de la Orden General número 4/2010, hace referencia al personal de unidades administrativas y burocráticas y el personal que desempeñan funciones de apoyo a la dirección, con un horario fijo de la jornada laboral, y no para el personal destinado en unidades operativas.
CUARTO.- Que actualmente se tiene conocimiento que dentro del ámbito de la Guardia Civil, y dentro de unidades operativas con menos personal que en la que se encuentra destinada la recurrente, se están concediendo solicitudes en el mismo sentido que la efectuada, con lo cual se podría estar vulnerando el principio de igualdad consagrado en el art. 14 CE. 

QUINTO.- En la petición que se realizará a continuación, además de los argumentos esgrimidos, se entenderán otros intereses, reflejados en la Orden General número 37, de fecha 23 de septiembre de 1997, sobre regulación del Régimen de prestación de servicio, pues la prioridad en la atención de las incidencias de los servicios debe ser armonizada por lo mandos, con el solicito cuidado de las “condiciones de vida, inquietudes y necesidades” de sus subordinados, velando por sus intereses.
    Como también se dispone en la Orden General número 4 de 16 de septiembre de 2010, sobre Jornada y Horario de Servicio, en su Sección 2ª, disposición Décima, apartado 2, dice:

“Sin perjuicio de las normas especificas que regulen la programación del régimen de servicio a turnos o cadencias, la planificación de los servicios se realizará, con carácter general por meses naturales.

Esta previsión mensual de servicios, incluyendo siempre que sea posible la hora prevista de inicio y de finalización y los descansos semanales, serán conocidos por el personal que deba realizarlos al menos con siete días naturales de antelación al comienzo del mes planificado.”
Así como en la misma Orden, en su Sección 7ª, disposición Vigesimoséptima, apartado 3, dice:

“En las solicitudes de reducción de jornada, cuando lo permita la organización del trabajo de la unidad, se concederá al guardia civil la parte de la jornada que convenga a sus intereses personales. Las necesidades del servicio procurarán atenderse con otros medios y sólo en último extremo condicionarán dicha concesión.”

     De donde se deduce que ante una previsión de servicio de un mes, para que pudiera modularse el ejercicio de este derecho por exigirlo las necesidades del servicio, tales necesidades deberían ser justificadas en términos concretos y tener la entidad suficiente para oponerse a un derecho reconocido a funcionarios, y contratados laborales que guarda relación con la protección de la familia que es el primero de los principios rectores de la política social y económica que reconoce la Constitución.
     Que el derecho solicitado por esta parte, por tanto, tiene su amparo en la Orden General nº 4 de 16 de septiembre de 2010, la cual se remite, al igual que la Ley 42/99 de 25 de noviembre, a la legislación del personal al servicio de la Administración General del Estado. Pues bien, ya la citado Orden General establece en su Preámbulo la finalidad de la misma y en relación a la reducción de la jornada laboral solicitada por esta parte la misma es una conciliación plena de la vida familiar y laboral. Finalidad ésta que igualmente se persigue en la Ley 7/07 de 12 de abril y que no ha sido tenida en cuenta por la resolución recurrida. Pues lo que pretendía esta parte con la reducción de jornada solicitada es poder atender el cuidado de su hijo de corta edad, y por ello de no ajustarse a lo solicitado por esta parte tanto el menor como su madre no estarían amparados y ello dicho con el debido respeto, esta parte considera que la resolución recurrida no es respetuosa con dichos principios que deben de regir toda actuación administración en relación a la conciliación de la vida familiar y laboral, debiendo de ponerse en relación lo mencionado con lo establecido en el art. 39 CE, el cual establece un mandato claro a los poderes públicos que es asegurar la protección de los hijos y así mismo establece que deben de ser asistidos en todo momento por sus padres, lo cual se puede y debe de extender al cuidado de la madre de la recurrente, pues dicho precepto constitucional se encuentra ubicado en el Capítulo III del Título I de la Constitución bajo el epígrafe de los principios rectores de la política social y económica. Y de lo que no cabe duda es que por ello la Administración debe de interpretar toda norma jurídica bajo el prisma de una política social positiva dirigida hacia los administrados, aunque éstos estén ligados por una relación de especial sujeción como es el caso de la recurrente.


Por todo ello, se considera que en base a lo alegado nada impediría a que a la recurrente se le nombrara el turno fijo de mañana solicitado de lunes a viernes, pues ello no infrigiría norma alguna, sino todo lo contario según se ha expuesto anteriormente.
SEXTO.- Decir, que la Unidad en la que se encuentra destinada la recurrente, consta en plantilla de noventa y cuatro componentes divididos en diversas áreas de trabajo, operativas pero también burocráticas, por lo que no se estaría rompiendo ningún principio de equidad al nombrar parte de esos servicios burocráticos a la solicitante; y a la vez es motivo por el que se cree que al acceder a esta pretensión no se vería afectada la operatividad de la Unidad, debido a la numerosa plantilla que existe.

SÉPTIMO.- Que el artículo 28.2 de la L.O. 11/2007, de 22 de Octubre reguladora de los derechos y deberes de los miembros de la Guardia Civil, establece lo que siguiente:
“Sin perjuicio de las necesidades derivadas del cumplimiento de sus funciones para la determinación de la jornada y el horario, y en su caso el régimen de turnos, se tendrá en cuenta la conciliación de la vida familiar y laboral del guardia civil.”
     Igualmente el artículo 37.5 del Estatuto de los trabajadores, aunque no sea de aplicación directa, establece que por razones de guarda legal, y cuidado de un familiar, derecho a una reducción de jornada de trabajo con la disminución proporcional del sueldo, añadiendo un apartado sexto que dice:
“la concreción horaria en la determinación del periodo de disfrute…. de la reducción de jornada corresponderá al trabajador dentro de su jornada ordinaria”.
     Este precepto está orientado a asegurar el ejercicio adecuado de la patria potestad y a preservar el interés del menor, y en concreto este ordinal al artículo 37 del Estatuto de los trabajadores, tiene su origen en la Ley 39/1999, de 5 de noviembre, de Conciliación de la Vida Familiar y Laboral de las personas Trabajadoras, normativa que tiende en la medida de lo posible, como recoge en su exposición de motivos, a configurar un sistema que contemple las nuevas relaciones sociales surgidas y un nuevo modo de cooperación y compromiso entre hombres y mujeres que permita un reparto equilibrado de responsabilidades en la vida profesional y en la vida privada; Ley que viene a completar la transposición a la legislación española de las directrices marcadas por la normativa internacional y comunitaria, superando los niveles mínimos de protección previstos en las mismas.
    En la actualidad no ofrece ninguna duda que, de conformidad con el artículo 37.6 del Estatuto de los Trabajadores, la elección del periodo horario corresponde al trabajador.

OCTAVO.- Que en lectura de la Ley 33/99 de fecha 5 de noviembre, para promover la conciliación de la vida familiar y laboral de las personas trabajadoras, por el que en su artículo 2º-2, modifica el apartado 5 del artículo 37 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los trabajadores, aprobado poro Real Decreto Legislativo 1/95, de 24 de marzo se infieren los siguientes argumentos que validan la petición que posteriormente en este escrito realiza:
1. La Constitución establece en su artículo 13, del derecho de igualdad ante la ley y el principio de no discriminación por razón de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión u otras condiciones.

2. De la misma forma el artículo 39.1 de nuestra Carta Magna indica el deber de los poderes públicos para asegurar la protección social, económica y jurídica de la familia. Siguiendo con el mismo tenor el artículo 9.2, atribuye a los poderes públicos el deber de promover las condiciones de igualdad, remover los obstáculos que impidan o dificulten su plenitud de participación en todos los ámbitos de la vida.
Que a lo anterior se debe de añadir que la doctrina sentada en la STC 26/2011 de 11 de abril, en la cual se concede el amparo a un funcionario de la Junta de Castilla León que solicitaba un turno fijo de noche para el cuidados de su hijo menor, estableciendo dicha Sentencia:

    “Conforme ya indicamos, la dimensión constitucional de las medidas normativas tendentes a facilitar la conciliación de la vida familiar y laboral de las personas trabajadoras, tanto desde la perspectiva del derecho a la no discriminación por razón de las circunstancias personales (art. 14 CE), como desde la perspectiva del mandato de protección a la familia y a la infancia (art. 39 CE), debe prevalecer y servir de orientación para la solución de cualquier duda interpretativa que pueda suscitarse ante la aplicación a un supuesto concreto de una disposición que afecte a la conciliación profesional y familiar. Ello obligaba en el presente caso a valorar las concretas circunstancias  personales y familiares que concurrían en el trabajador demandante, así como la organización del régimen de trabajo de la residencia de educación especial en la que prestaba servicios, para ponderar si la negativa empresarial a su pretensión de trabajar en horario nocturno constituía o no un obstáculo injustificado para la compatibilidad de su vida familiar y profesional. En relación con las circunstancias familiares concurrentes, conforme a los datos obrantes en las actuaciones, resultaba necesario tener en cuenta el número de hijos del recurrente, su edad y situación escolar, en su caso, así como la situación laboral de su cónyuge y la posible incidencia que la denegación del horario nocturno al recurrente pueda haber tenido para conciliar su actividad profesional con el cuidado de sus hijos. Asimismo era necesario valorar si la organización del trabajo mediante turnos fijo (diurno) y rotatorio de la residencia en la que presta servicios el recurrente permitía alteraciones como la interesada por éste sin poner el funcionamiento de la residencia en dificultades organizativas lo suficientemente importantes como para excluir tales modificaciones. En definitiva, la decisión de los órganos judiciales de validar la negativa de la Consejería de Educación y Cultura de la Junta de Castilla y León a reconocer al trabajador recurrente la concreta asignación de horario nocturno solicitada sin analizar hasta qué punto dicha pretensión resultaba necesaria para lograr la efectiva participación de aquél en el cuidado de sus hijos de corta edad a través de un reparto equilibrado de las responsabilidades familiares, ni cuáles fueran las dificultades organizativas que el reconocimiento del horario solicitado pudiera ocasionar al centro de trabajo en el que presta servicios, nos  lleva a concluir que no ha sido debidamente tutelado por los órganos judiciales el derecho fundamental del recurrente a la no discriminación por razón de sus circunstancias personales o familiares (art. 14 CE), relacionadas con su responsabilidad parental en la asistencia de todo orden a sus hijos menores de edad (art. 39.3 CE)”.
   Supuesto que encaja perfectamente en la solicitud de la recurrente y por tanto se considera que en virtud de lo alegado en el presente escrito se debe de estimar el presente recurso de alzada.

NOVENO.- Que por lo tanto, la finalidad pretendida por la nuestro Ordenamiento Jurídico en relación al derecho solicitado es estriba en posibilitar o facilitar al funcionario que atienda a sus obligaciones de guarda legal de un menor, así como de la madre de la recurrente, la forma de concreción horaria en que ha de manifestarse la reducción de jornada laboral, procurando y aún cuando ello pudiera producir alguna perturbación en el servicio a la satisfacción de dicha finalidad. Por o sería respetuoso con dicho derecho una distribución horaria que prescinda de las necesidades por las cuales se solicita la reducción de la jornada, pues esta reducción es exclusivamente para atender al menor. Así lo ha entendido el TSJ de Valladolid en Sentencia de fecha 13 de noviembre de 2009, señalando igualmente en su Fundamento de Derecho Tercero:


“Esto es, la interpretación del número 3 del art. Único del RD 2670/98 que mejor se acomoda a aquel mandato constitucional es la de entender que se otorga al funcionario la capacidad de elección, no ya sólo del aspecto relativo al ejercicio mismo del derecho a la reducción de jornada y a su extensión, lo que ninguna discursión se ha suscitado en esta litis, sino también a la determinación del concreto momento (horario) en que la misma va a ser desempeñada en función de su conveniencia personal… Quiere ello decir, en definitiva que el funcionario puede pedir en que parte de su jornada le interesa que opere la reducción, la que habrá de ser concedida a no ser que existan razones objetivas de organización del trabajo de cierta intensidad que lo impidan; lo que en cualquier caso, y dado el carácter restrictivo y excepcional de la negativa, exigirá que la respuesta explicite los motivos concretos que se tengan en cuenta, sin que por tanto puedan aceptarse respuestas genéricas”. Criterio éste igualmente recogido en el STS, Sala de lo Contencioso Administrativo, de fecha 21 de diciembre de 2007, añadiendo que:


“No obstante, aun admitiendo que, a falta de previsión expresa, pudiera modularse el ejercicio de este derecho por exigirlo las necesidades del servicio, tales necesidades deberían ser justificadas en términos concretos y tener la entidad suficiente para oponerse a un derecho reconocido a funcionarios y contratados laborales que guarda relación directa con la protección de la familia que es el primero de los principios rectores de la política social y económica que reconoce la Constitución”. Manteniendo, por tanto, el Tribunal Supremo la misma fundamente que esta parte ha mantenido en la Alegación anterior, siendo por tanto, sino un derecho absoluto que el funcionario decida el horario y días en que quiere disfrutar del derecho a su reducción de jornada, si es un derecho que implica que la Administración siempre que no respete lo solicitado, fundamente los motivos, siempre objetivos por los cuales en ocasiones excepcionales debe no respetar lo solicitado.


Que igualmente el criterio mantenido por esta parte ha sido recogido en la resolución del Excmo Sr General Jefe de la Zona de Extremadura de fecha 13 de mayo de 2008, ello dicho con todo el respeto hacia V.E., llegando a señalar en su Fundamento de Derecho Séptimo:


“… y así, la dimensión constitucional, en general, de todas las medidas tendentes a familiar la compatibilidad de la vida laboral familiar de los trabajadores, ha de prevalecer y servir de orientación para la solución de cualquier duda interpretativa … y como quiera que tal valoración resulta insuficiente, la resolución recurrida se convierte en un obstáculo injustificado para la permanencia en el trabajo de la interesada y para la compatibilidad de su vida profesional con su vida familiar …”


Por lo tanto, esta parte considera que no existe duda que lo más ajustado a Derecho es reconocer el derecho de la recurrente a la jornada laboral solicitada de lunes a viernes en los términos solicitados.
DECIMA.- De estas consideraciones, y de la necesidad de que la familia siga siendo el núcleo central de nuestra sociedad se necesitan circunstancias y facilidades para que los matrimonios puedan realizar de forma plena su derecho al trabajo, sin distinción de sexo. De lo anterior deviene idéntica necesidad de que los hijos, máxime en edades tempranas, puedan disfrutar de la compañía de sus padres y por ende, estos del deber y derecho a la educación de sus hijos.

     Que por todo lo anteriormente expuesto considerando que es totalmente necesario, tanto para el cuidado de mi hijo como para el de mi madre, y con el fin de no tener que recurrir en última instancia a la jurisdicción contencioso-administrativa, que también se ha pronunciado en diversas causas a favor de las solicitudes de varias Guardias Civiles, evitando de este modo, que se pierda tiempo para esta cuestión tanto por parte de la institución como por parte del Poder Judicial, a VE.


   En virtud de lo expuesto, 

SUPLICO A V.E. que tenga por admitido este recurso, por hechas sus manifestaciones y en virtud dicte resolución anulando la resolución recurrida y:

PRIMERO .- Que se reconozca el derecho de la recurrente a que le sea concedido la modificación de la resolución que en su día dictó esa Superioridad, interesándome los mismos horarios reducidos de la jornada laboral, expuestos en la misma, pero concretamente para mi interés y para una conciliación familiar y para el mejor cuidado tanto de mi hijo como de mi madre, desarrollar esa jornada de lunes a viernes, obteniendo con ello, el descanso semanal, los sábados y domingos, para poder atenderlos, sin perjuicio de los que puedan corresponder hasta completar el cómputo horario de referencia mensual.

SEGUNDO.-  Que se libre copia sellada de este recurso en el momento de su presentación, tal como recoge el artículo 70.3 de la Ley 30/92 de 26 de noviembre del R. J. A. P. y P. A. C. y escrito de fecha 31 de Marzo de 1998 dimanante del Excmo. Sr. Director General de la Guardia Civil, dando instrucciones sobre tramitaciones administrativas.

TERCERO.- Que dada la urgencia que requiere la necesidad de esta modificación para poder coordinar la atención de mi madre, mi hijo y la vida laboral, se tramite esta instancia por el procedimiento de urgencia que prevé el artículo 50 de la Ley 30/92 de 26 de noviembre sobre R. J. A. P. y P. A. C., modificada por la Ley 4/99 de 13 de enero.

CUARTO.- Que se cumplimente lo dispuesto en el Real Decreto 137/2010, de 12 de febrero, por el que se establecen criterios para la emisión de la comunicación a los interesados prevista en el artículo 42.4 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre; y en el artículo 2 del citado Real Decreto, sobre adelanto de la solicitud. 

      En Madrid a …………………………….. de 2012.
